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Doctora: 
ROSSE MAIRE MESA CEPEDA 
JUEZ 21 ADMINISTRATIVA DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 
E.      S.      D. 
 

 
ASUNTO: CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 
 
Medio de Control:     Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Radicado: 110013335021-2020-00405-00 

  

  Demandante:  GEYDI LISANA CABALLERO ARENAS 
  Demandados: LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL - FONDO DE PRESTACIONES SO-
CIALES DEL MAGISTERIO. 
 

 
 
ÁNGELA VIVIANA MOLINA MURILLO identificada civil y profesionalmente como aparece al pie de mi 
firma  actuando calidad de apoderada del Ministerio de Educación Nacional, Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, conforme al poder a mi sustituido por el Dr. Luis Alfredo Sanabria 
Ríos, apoderado General de las entidades en virtud de las Escrituras Públicas No. 522 de 28 de marzo de 
2019, por medio de la presente me permito presentar la CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA del proceso 
de la referencia en los siguientes términos:  
 

FRENTE A LAS PRETENSIONES: 
 
Con relación a las pretensiones, declaraciones y condenas solicitadas por la parte demandante, me 
opongo a todas y cada una de ellas así:  
 
A LAS DECLARATIVAS: 
 
Primera: ME OPONGO, como quiera que la parte actora no sustento en debida forma, la existencia del 
acto ficto o presunto que pretende se le declare frente a la petición radicada, referente al 
reconocimiento y pago de la sanción Moratoria por el pago tardío de las cesantías, de conformidad a lo 
estipulado con el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
 
Segunda: ME OPONGO, como quiera que la misma es consecuencia de las anteriores. 
 
A LAS CONDENATORIAS:  
 
Primera: ME OPONGO, toda vez que la misma es consecuencia de las anteriores. 
 
Segunda: ME OPONGO, por cuanto la sentencia tiene carácter vinculante de forma implícita. 
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Tercero: ME OPONGO, toda vez que el simple hecho de solicitar la sanción moratoria, ya se entiende un 
pago adicional al de las cesantías, y por ende no se pude solicitar pago sobre pago, sumado a lo anterior 
sea del caso señalar que existe sentencia de unificación al respecto y las decisiones que se tomen por 
otros despachos no pueden ir en contravía de lo previsto por la sala plena. 
 
Cuarto: ME OPONGO, toda vez que el simple hecho de solicitar la sanción moratoria, ya se entiende un 
pago adicional al de las cesantías. 
 
Quinto: ME OPONGO, de modo que la legislación es clara al afirmar que se tiene el derecho a la legítima 
defensa y por ende no se debe condenar en costas si no hay gastos en los que hizo incurrir la parte 
vencida de conformidad con lo dispuesto por el artículo 365 del Código General del Proceso. 
 

FRENTE A LOS HECHOS: 
 

1. No es un hecho, es una norma jurídica. 
2. No es un hecho, es una norma jurídica. 
3. Es cierto, conforme con la prueba documental allegada por el accionante. 
4. Es cierto, conforme con la prueba documental allegada por el accionante. 
5. Es cierto, conforme con la prueba documental allegada por el accionante. 
6. No es un hecho, es una norma jurídica. 
7. No es un hecho, es un aparte jurisprudencial. 
8. No es un hecho, es una afirmación de la parte actora sobre la existencia del derecho del cual se 

pretende el reconocimiento y que es objeto de la presente controversia. 
9. Es cierto, conforme con la prueba documental allegada por el accionante. 
 

EXCEPCIONES 
 

PRESCRIPCIÒN: 
 
Se propone la prescripción como medio exceptivo del presunto derecho de reconocimiento y 
pago de sanción moratoria por el retardo en el pago de la cesantía definitiva solicitado por el 
docente, respecto del cual resultará probado que ha operado este fenómeno de conformidad 
con el artículo 2512 del Código Civil, artículo 151 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguri-
dad Social, demás normas concordantes, y la Jurisprudencia del H. Consejo de Estado. 
  
Según el artículo 2512 del Código Civil, la prescripción corresponde a:  "La prescripción es un 
modo de adquirir las cosas ajenas, o de extinguir las acciones o derechos ajenos, por haberse po-
seído las cosas y no haberse ejercido dichas acciones y derechos durante cierto lapso de tiempo, y 
concurriendo los demás requisitos legales." 

http://leyes.co/codigo_procesal_del_trabajo_y_de_la_seguridad_social.htm
http://leyes.co/codigo_procesal_del_trabajo_y_de_la_seguridad_social.htm
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 Ahora bien, la carta política de 1991 protege las garantías de los trabajadores y por ende estos 
son irrenunciables e imprescriptibles, no coincide lo mismo, con las consecuencias económicas 
del ejercicio de estos derechos, al respecto la H. Corte Constitucional al pronunciarse sobre una 
demanda de inconstitucionalidad sobre normas que tratan sobre la prescripción en el derecho 
laboral, en Sentencia C-916 del 16 de noviembre de 2010, reitero lo siguiente: 
 

(…)"2. El núcleo esencial del derecho al trabajo no se desconoce, por el hecho de existir la 
prescripción de la acción laboral concreta. 

 La prescripción extintiva es un medio de extinguir la acción referente a una pretensión 
concreta, pero no el derecho sustancial fundamental protegido por el artículo 25 de la C.P., 
porque el derecho al trabajo es en sí imprescriptible. 

 No se lesiona al trabajador por el hecho de que la ley fije términos para el ejercicio de la acción 
laboral. El derecho de los trabajadores se respeta, simplemente se limita el ejercicio de la acción, 
y se le da un término razonable para ello. El núcleo esencial del derecho al trabajo no sólo está 
incólume, sino protegido, ya que la prescripción de corto plazo, en estos eventos, busca mayor 
prontitud en el ejercicio de la acción, dada la supremacía del derecho fundamental, el cual 
comporta la exigencia de acción y protección oportunas. Así, pues, el legislador no hizo cosa 
distinta a hacer oportuna la acción; de ahí que lo que, en estricto sentido, prescribe es la 
viabilidad de una acción concreta derivada de la relación laboral, pero nunca el derecho-deber 
del trabajo. 

 La prescripción trienal acusada, no contradice los principios mínimos fundamentales 
establecidos por el Estatuto Superior, porque la finalidad que persigue es adecuar a la realidad 
el sentido mismo de la oportunidad, con lo cual logra que no se desvanezca el principio de la 
inmediatez, que, obviamente, favorece al trabajador, por ser la parte más necesitada en la 
relación laboral. El derecho de los trabajadores no puede menoscabarse (art. 53 C.P.), y es en 
virtud de ello que la prescripción de corto plazo garantiza la oportunidad a que tienen derecho 
los que viven de su trabajo. 

3. Las prescripciones de corto plazo buscan también la seguridad jurídica, que al ser de interés 
general, es prevalente (art. 1o. superior).  Y hacen posible la vigencia de un orden justo (art. 2o. 
superior), el cual no puede ser jamás legitimador de lo que atente contra la seguridad jurídica, 
como sería el caso de no fijar pautas de oportunidad de la acción concreta derivada del derecho 
substancial. 

4. Las normas acusadas son en beneficio directo del trabajador, pues buscan la seguridad en la 
vida jurídica. Se le brinda a aquel la oportunidad para reclamar el derecho que le ha sido 
concedido, pero ponen a dicha oportunidad un límite temporal, determinado por la inmediatez 
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que emana de la relación laboral. Después de ese lapso, no hay un verdadero interés en el 
reclamo, puesto que no ha manifestado su pretensión dentro de un tiempo prudente para 
exteriorizar su razón jurídica."(…) 

En cuanto al tema a debatir de la prescripción del pago de la sanción moratoria, El Consejo de 
Estado, en sentencia del 15 de febrero de 2018 (2013-00188), manifestó lo siguiente: 

(…)“Como se señaló en forma previa, los salarios moratorios, que están a cargo del empleador 
que incumpla su obligación de consignar las cesantías en el término que la ley concede, no son 
accesorios a la prestación “cesantías”. 

Si bien es cierto se causan en torno a ellas, no dependen directamente de su reconocimiento, ni 
hacen parte de él; pues su causación es excepcional, está sujeta y deviene del incumplimiento u 
omisión del deber legal consagrado a cargo del empleador, están concebidas a título de sanción, 
por la inobservancia de la fecha en que se debe efectuar la consignación de esa prestación. 

Como hacen parte del derecho sancionador y a pesar de que las disposiciones que introdujeron 
esa sanción en el ordenamiento jurídico, no consagran un término de prescripción, no puede 
considerarse un derecho imprescriptible, pues bien es sabido que una de las características del 
derecho sancionador es que no pueden existir sanciones imprescriptibles. 

Siendo así y como quiera que las Subsecciones A y B han aplicado la prescripción trienal en 
asuntos relativos a sanción moratoria, se considera que no hay controversia alguna sobre ese 
particular; no obstante, sí es del caso precisar que la norma que se ha de invocar para ese efecto, 
es la consagrada en el Código de Procedimiento Laboral, artículo 151, que es del siguiente tenor 
literal: 

 ARTÍCULO 151. -Prescripción. Las acciones que emanen de las leyes sociales prescribirán en tres 
años, que se contarán desde que la respectiva obligación se haya hecho exigible. El simple 
reclamo escrito del trabajador, recibido por el patrono, sobre un derecho o prestación 
debidamente determinado, interrumpirá la prescripción pero sólo por un lapso igual"(…) 

 A su vez, el artículo 21 de la Ley 640 de 2001 establece lo siguiente: “La presentación de la 
solicitud de conciliación extrajudicial en derecho ante el conciliador suspende el término de 
prescripción o de caducidad, según el caso, hasta que se logre el acuerdo conciliatorio o hasta que 
el acta de conciliación se haya registrado en los casos en que este trámite sea exigido por la ley o 
hasta que se expidan las constancias a que se refiere el artículo 2o. de la presente ley o hasta que 
se venza el término de tres (3) meses a que se refiere el artículo anterior, lo que ocurra primero. 
Esta suspensión operará por una sola vez y será improrrogable." 
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Con respecto a ello, en Sentencia de unificación del 25 de agosto de 2016 CE-SUJ2-004-16, de la 
sección segunda, se instauro que los salarios moratorios que están a cargo del empleador que 
incumpla su obligación de consignar las cesantías en el término otorgado por la Ley, no son 
accesorios a la prestación de "Cesantías", y por lo mismo la norma aplicable es el artículo 151 
de CPL, qué como ya se mencionó contempla que las leyes sociales prescribirán en 3 años, con-
tados desde que la respectiva obligación se haya hecho exigible. 
  
En consecuencia y teniendo en cuenta que la sanción por mora es una penalización indivisible 
y por ende no periódica, resulta advertir desde ahora que se configuró la prescripción de las 
consecuencias económicas del derecho reclamado, además si se atiende la fuerza vinculante 
de las decisiones de unificación del Consejo de Estado, que iluminan esta excepción, es clara la 
efectiva prosperidad de esta. 

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
DE LA SANCIÓN MORATORIA DE LOS DOCENTES: 
 
La Ley 244 de 1995, modificada por la Ley 1071 de 2006, establece los términos para el reconocimiento y 
pago de las cesantías para los servidores del sector público, de allí se desprende que los términos a tener 
en cuenta para el reconocimiento de dicha prestación corresponden a 15 días posteriores a la solicitud 
de la cesantía para la expedición del acto administrativo, 5 o 10 días para su ejecutoria (dependiendo de 
la fecha de la petición y teniendo en cuenta la entrada en vigencia del C.P.A.C.A.) y 45 días para el pago 
efectivo de los dineros. Ahora bien y en lo que respecta a la mora en el cumplimiento de dichos términos, 
la referida ley, prevé: 
 
“Artículo 5°. Mora en el pago. La entidad pública pagadora tendrá un plazo máximo de cuarenta y cinco 
(45) días hábiles, a partir de la cual quede en firme el acto administrativo que ordena la liquidación de las 
cesantías definitivas o parciales del servidor público, para cancelar esta prestación social, sin perjuicio de lo 
establecido para el Fondo Nacional de Ahorro. 
 
Parágrafo. En caso de mora en el pago de las cesantías definitivas o parciales de los servidores públicos, la 
entidad obligada reconocerá y cancelará de sus propios recursos, al beneficiario, un día de salario por cada 
día de retardo hasta que se haga efectivo el pago de las mismas, para lo cual solo bastará acreditar la no 
cancelación dentro del término previsto en este artículo (…)” 

 
De igual manera, la Corte Constitucional, en Sentencia SU-336-17, estableció que los anteriores términos 
y las consecuencias de su incumplimiento son aplicables igualmente para el reconocimiento y pago de 
las cesantías de los docentes afiliados al FOMAG, indicando así que: 
 
“La Sala Plena de esta Corporación considera que aquellas personas que se desempeñan como docentes al 
servicio del Estado tienen derecho, previo cumplimiento de los requisitos legales y según se evalúe en cada 
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caso concreto, al reconocimiento de la sanción moratoria por el pago tardío de las cesantías, establecida en 
la Ley 244 de 1995, modificada por la Ley 1071 de 2006” 

 
De allí que el Máximo Tribunal Constitucional, sentó jurisprudencia indicando en resumen que (i) la san-
ción moratoria busca contribuir con la mengua de las cargas económicas que pueden enfrentar los asa-
lariados por la demora injustificada del pago de sus cesantías, (ii) los docentes oficiales no hacen parte 
de la categoría de servidores públicos, no obstante, sus funciones y características se asemejan a los 
mismos y por ende se les aplicara el régimen general en lo que no regule la Ley 91 de 1989, (iii) la inten-
ción del legislador fue fijar la sanción mora tanto para todos los funcionarios públicos y los servidores 
estatales, es decir involucrando a todo el aparato del estado, tanto a nivel nacional como territorial, (iv) 
la aplicación de este régimen propende por la protección al derecho a la seguridad social, (v) se pro-
pende por el derecho a la igualdad entre personas que se encuentran en el mismo contexto factico, (vi) 
la aplicación del régimen general de los servidores públicos a los docentes, se convierte en la condición 
más beneficiosa y la que más se adapta a la interpretación constitucional. 
 
De lo anterior se concluye que la sanción moratoria establecida en el artículo 5° de la Ley 244 de 1995, 
modificada por la Ley 1071 de 2006, es aplicable en el caso del pago tardío de cesantías a los docentes 
afiliados al FOMAG. 
 
CÁLCULO DE LA SANCIÓN MORATORIA: 
 
El Consejo de Estado, en sentencia de unificación SUJ-012-S2 del 18 de julio de 2018, estableció los crite-
rios para determinar el momento a partir del cual se deben empezar a contar los días de mora y el salario 
base aplicable. 
 
En dicha sentencia, el Consejo de Estado establece que, en los casos en los que se dio respuesta extem-
poránea a la solicitud de cesantías parciales o definitivas, la mora inicia después de setenta (70) días 
hábiles siguientes a la presentación de la solicitud. 
 
Por otra parte, en relación con el salario base, señala que, tratándose de cesantías definitivas, dicho sa-
lario corresponde a la asignación básica vigente en la fecha en que se produjo el retiro del servicio del 
servidor público; y en el caso de cesantías parciales, se deberá tener en cuenta la asignación básica vi-
gente al momento de la causación de la mora, sin que varíe por la prolongación en el tiempo. 

 
DEL CASO EN CONCRETO: 

 
Conforme con lo indicado en el libelo demandatorio, el problema jurídico a resolver por parte del juez 
dentro del presente litigio corresponderá a determinar si le asiste a la parte actora el derecho al reco-
nocimiento y pago de la sanción moratoria por el pago tardío de las cesantías, contemplado en la Ley 
1071 de 2006. 
 
Bajo dicha coyuntura y conforme con las documentales allegadas al plenario se puede evidenciar que el 
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docente realizó la solicitud de cesantías el 24/06/2015,  la cual fue reconocida mediante Resolución 862 
de 12/02/2016 de allí que los 70 días para el reconocimiento y pago de dicha prestación fenecieron el 
06/10/2015 y de acuerdo con lo contemplado por el Consejo de estado la mora iniciaría contarse desde 
el día siguiente, es decir, desde el 07/10/2015 y hasta el día anterior al pago efectivo de la prestación, de 
allí que, si así queda probado en el proceso, el pago correspondería al 14/06/2016 para un presunto total 
de 251 días de mora. 
 
En ese orden de ideas, es menester señalar al Despacho que la entidad por mi representada no desco-
noce dichos hechos, sin embargo, se debe tener en cuenta que no es viable el reconocimiento del de-
recho pretendido puesto que opero el fenómeno de la prescripción, ya que la parte actora contaba con 
3 años posteriores a la exigibilidad del derecho para realizar la reclamación administrativa y la misma 
solo fue realizada hasta el día 19/03/2019,  es decir 3 años, 5 meses y 14 días  posterior a la exigibilidad 
del derecho. 

 
PRUEBAS 

 
De la manera más respetuosa solicito al despacho que se decrete la práctica de las siguientes pruebas: 
 
De oficio: 
 

▪ Ofíciese a la Secretaría de Educación, a efectos que remita con destino a este expediente el 
trámite interadministrativo adelantado ante el ente pagador para la expedición del acto 
administrativo. 

 
ANEXOS. 

1. Poder especial conferido a mi favor. 
2. Escritura Pública No.  522 de 28 de marzo de 2019 y sus anexos. 
3. Documental señalada en el acápite de hechos. 
 

NOTIFICACIONES. 
 

La entidad demandada recibe notificaciones en la Fiduciaria la Previsora S.A., ubicada en la Calle 72 No. 
10-03 Bogotá, y al correo electrónico notjudicial@fiduprevisora.com.co y t_amolina@fiduprevi-
sora.com.co 
  
Del señor(a) Juez, 
  
  
 
 ÀNGELA VIVIANA MOLINA MURILLO 
C.C. 1.019.103.946 de Bogotá  
T.P 295.622 de C. S. J.  
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